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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 455 DEL CODIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES.


____________________________________________________


HONORABLE CAMARA: 


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros el proyecto individualizado en el epígrafe, de origen en moción de los Diputados Elgueta, don Sergio; Bosselin, don Hernán, y Gajardo, don Rubén.


	--------


	Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda; del Auditor General de la Armada, Contraalmirante (JT) don Mario Duvauchelle Rodríguez, y del Auditor de la Dirección del Personal de esa Institución, Capitán de Navío (JT) don Walter Radic Prado.


	--------


	Al momento de darse cuenta de esta iniciativa, se dispuso su envío a la Excma. Corte Suprema, para los efectos previstos en el artículo 74 de la Constitución Política del Estado.


	Por oficio N° 8855, del 13 de diciembre de 1991, esa Corte señaló que no le correspondía emitir opinión sobre la materia en estudio, porque no se refiere a normas propias de una ley orgánica constitucional sino de una ley común.


FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


	Los autores de esta iniciativa comienzan por destacar el notable aumento de los procesos penales que se han instruido y se instruyen ante los tribunales militares.


	Recuerdan, de un modo en particular, el "tiempo de guerra"� que existió entre el 11 de septiembre de l973 y el 10 de marzo de 1978, período durante el cual funcionaron numerosos Consejos de Guerra.


	En su opinión, no existe una disposición legal expresa que imponga, a un funcionario determinado, el deber de custodiar, conservar, mantener la autenticidad, integridad y la fidelidad de los procesos militares afinados en los diversos tribunales y fiscalías del país. Ello ha facilitado la pérdida o extravío de innumerables procesos militares, especialmente los seguidos ante los Consejos de Guerra, según expresaran en el seno de vuestra Comisión.


	Contrasta esta situación con la  existente  respecto de los expedientes judiciales generados por juicios incoados ante la justicia ordinaria, en que existe todo un estatuto jurídico que protege su conservación, custodia, autenticidad e incluso su reconstitución en caso de extravío. Citan al efecto, los artículos 380, N° 4, 453 y 455 del Código Orgánico de Tribunales, 193 y 242 del Código Penal y 668 a 671 del Código de Procedimiento Penal.�


MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES Y CONTENIDO DEL PROYECTO.


	La idea matriz o fundamental del proyecto� es establecer normas relativas a la conservación, custodia y archivo de los expedientes afinados incoados por los tribunales del fuero  militar, como de los libros y documentos que obren en su poder, que garanticen su autenticidad, integridad y fidelidad.


	Para materializar esta idea, se propone modificar el artículo 455 del Código Orgánico de Tribunales, para que sean los archiveros judiciales los que custodien los procesos militares afinados, sea en tiempo de paz o de guerra.


	En lo que respecta a los cuadernos separados que se forman con los documentos y testimonios secretos, a que aluden los artículos 144 y 144 bis del Código de Justicia Militar, se dispone su remisión al archivero judicial después de 5 años de afinado el respectivo proceso.


	En una disposición transitoria, se fija un plazo de 180 días para el envío de los procesos afinados al correspondiente archivero judicial, con la salvedad de los documentos y testimonios secretos que obren en los cuadernos separados, cuando no hayan transcurrido cinco años desde que quedó afinado el proceso.


DISCUSION Y VOTACION EN GENERAL DEL PROYECTO.


	Durante la discusión en general, se manifestó que las disposiciones del Código de Justicia Militar no contemplaban la obligación de archivar los procesos incoados ante la justicia castrense, existiendo una  norma que toca el tema tangencialmente, la del artículo 54 del Código de Justicia Militar, al referirse a las obligaciones de las Cortes Marcial y Naval de ordenar cronológicamente las sentencias que dicten. Esto no es propiamente un archivo, pues un proceso contiene otros instrumentos públicos que deben ser conservados adecuadamente, lo que no se hace. De esta forma, es  difícil o imposible encontrarlos, luego de transcurrido un cierto tiempo.


	Se corrobora lo anterior, citando  el informe de la Comisión Verdad y Reconciliación, en el cual se dejó constancia que, en varias oportunidades, las dificultades para examinar la forma como se había llevado a cabo la justicia militar a partir del 11 de septiembre de 1973, estribaron en la imposibilidad de revisar los procesos por no ser hallados. En el caso particular de la X Región, sólo fue habido un proceso.


	La idea, según se dijo, es que los procesos tramitados en las fiscalías y juzgados militares, en tiempo de guerra o de paz, sean conservados adecuadamente por la autoridad competente, pues de lo contrario se corre el riesgo cierto de su destrucción o extravío, con los consiguientes perjuicios para los afectados.


	La solución que se propone es que esos funcionarios competentes sean los archiveros judiciales.


	--------


	Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, se le prestó aprobación por cuatro votos a favor y dos abstenciones.


DISCUSION Y VOTACION EN PARTICULAR DE ESTA INICIATIVA.


	Para los efectos de su discusión en particular, vuestra Comisión acordó invitar al Auditor General de la Armada, Contraalmirante (J) don Mario Duvauchelle Rodríguez, quien concurrió acompañado del Auditor de la Dirección de Personal, Capitán de Navío (JT), don Walter Radic Prado.


	En su opinión, la norma del artículo 455 del Código Orgánico de Tribunales no es aplicable al archivo de los procesos militares, puesto que hace una clara referencia a los expedientes afinados tramitados ante los jueces de letras, Cortes de Apelaciones y Suprema, y jueces árbitros.


	Esto no significa que no exista una normativa que regule el archivo de estos expedientes.


	En primer término, está el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de l929, que creara la Dirección General de Bibliotecas, Archivos y Museos, que obliga a entregar periódicamente al Archivo Nacional, documentos, protocolos notariales, registros conservatorios, libros copiadores de sentencia de los tribunales y los expedientes judiciales que hayan cumplido ciertos años de antigüedad, por lo general, 80. Esa legislación es común para todos los tribunales de la República. Así está expresado en su artículo 14.


	Con posterioridad, en virtud de la ley N° 18.771, modificatoria del artículo 14 de  ese texto legal, se dispuso que la documentación del Ministerio de Defensa Nacional, de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y de los demás organismos dependientes de esa Secretaría de Estado o que se relacionen con el Supremo Gobierno por su intermedio, se archivará y eliminará conforme a lo que disponga la reglamentación ministerial e institucional respectiva. 


	Al mismo tiempo, dispuso que no se aplicaría a ese Ministerio ni a las instituciones y organismos referidos, el artículo 18 de ese decreto, que faculta al Conservador del Archivo Nacional para efectuar visitas inspectivas, a fin de obtener uniformidad en las normas de conservación y ordenación de los documentos.


	En el ámbito institucional, existe una normativa precisa sobre el archivo de las causas militares. Citó al efecto, el Reglamento Orgánico de los Servicios de Justicia de las Fuerzas Armadas (710-7, según la numeración interna), que data de 1952, que en su artículo 44, número 6°, impone al secretario de los juzgados la obligación de cuidar que los expedientes que deben quedar en el tribunal se archiven en forma ordenada, metódica y fácil de consultar.


	Su artículo 47 dispone, sobre la misma materia, que en la secretaría del juzgado debe llevarse, entre otros, el libro de archivo, en el cual se anotan, según el artículo 50, por orden numérico, las causas archivadas y las fechas de archivo y desarchivo.


	En el artículo 82, del mismo reglamento, se establecen regulaciones similares respecto del secretario de las Fiscalías.� 


	En el caso particular de la Armada, se refirió al Reglamento de Publicaciones y Tramitaciones (720-1), que dispone todo un sistema de archivo de documentación. Entre ellos, destacó el permanente, al cual va la documentación durante los primeros años de ingreso, y el archivo histórico, donde va aquella que ha pasado los tres años. Estos se llevan en las Comandancias en Jefe y direcciones superiores. 


	La responsabilidad del archivo de los procesos es de responsabilidad, primero, del secretario de la Fiscalía; luego, del secretario del Juzgado Naval, para ser remitidos más tarde a la Dirección de Personal, que es la que archiva las causas afinadas, en virtud de la obligación que le imponen al Auditor de esa Repartición los artículos 18 y 19 del Reglamento de Justicia Naval.


	Se refirió luego a la documentación secreta(definida en el artículo 436 del Código de Justicia Militar) y a su manejo, explicando el procedimiento a seguir en los casos de los artículos 144 y 144 bis del referido Código, que no ha presentado dificultades prácticas, cabiendo incluso intervención a la Corte Suprema en esta materia.


	Si estos antecedentes pasaran al archivo judicial, le parece que pudiera verse afectado el bien jurídico cautelado con el secreto de esta documentación.


	-------


	De lo expuesto precedentemente, quedó claro que no había una disposición legal expresa que establezca la conservación, el registro o el archivo de las causas militares. A lo más, existen disposiciones reglamentarias sobre el particular.


	El señor Ministro de Justicia hizo presente que la materia a que se refiere el proyecto está regulada jurídicamente en los reglamentos de las Instituciones, dictados en uso de la potestad reglamentaria del Presidente de la República. Se puede estar de acuerdo o en desacuerdo con la forma en que lo está, pero hay una regulación jurídica.


	La potestad reglamentaria es una facultad que usa el Presidente de la República sobre la base de disposiciones legales que establecen las normas generales y, naturalmente, entra a regular situaciones particulares que corresponden a distintas realidades.


	Lo único que le parece que podría ser materia de una modificación legal, es la disposición explícita del archivo, en el sentido de que los secretarios de las fiscalías y juzgados militares deben archivar, de acuerdo con las normas generales, los expedientes afinados, sin perjuicio de la obligación de enviarlos al archivo histórico institucional, cuando corresponda.


	--------


	En definitiva, uno de los autores de la iniciativa e informante de la misma, presentó indicación para sustituir el articulado del proyecto, proponiendo una modificación expresa al artículo 46 del Código de Justicia Militar, con el objeto de entregar a los secretarios de los juzgados y de fiscalías, en su carácter de ministros de fe pública (como lo dice su artículo 43), las facultades, atribuciones y responsabilidades que los artículos 455 y 456 del Código Orgánico entregan a los archiveros judiciales, en lo que fueren aplicables, respecto de los procesos militares afinados y a los libros y documentos que existan en los tribunales castrenses.


	--------


	Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se le prestó aprobación por la unanimidad de los señores Diputados presentes.


 CONSTANCIAS.


	Se deja constancia que no hay en el proyecto normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado, o que deban ser de conocimiento de la Comisión de Hacienda.


TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda la aprobación del siguiente 


	PROYECTO DE LEY:


	"Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso al artículo 46 del Código de Justicia Militar:


	"Asimismo, tendrán las facultades, atribuciones y responsabilidades que los artículos 455 y 456 del Código Orgánico de Tribunales asignan a los archiveros, en cuanto les fueren aplicables, respecto de los procesos afinados, sea en tiempo de paz o de guerra, y sobre los libros y documentos que existan en los tribunales regidos por este Código.".


	Se designó Diputado Informante al señor Elgueta Barrientos, don Sergio.


	SALA DE LA COMISION, a 11 de agosto de l992.














	Acordado en sesiones de fechas 14 de julio y 4 y 11 de agosto de 1992, con asistencia de los señores Bosselin (Presidente), Aylwin, Cornejo, Chadwick, Elgueta, Espina, Hamuy, Martínez Ocamica, Molina, Pérez Varela, Ribera, Rojo, Sabaj, Schaulsohn y Villouta.











	Adrián Alvarez Alvarez


                         Secretario








�  De acuerdo con el artículo 418 del Código de Justicia Militar, se entiende que hay estado de guerra o que es tiempo de guerra, no sólo cuando ha sido declarada oficialmente la guerra o el estado de sitio, en conformidad a las leyes respectivas, sino también cuando de hecho existiere la guerra o se hubiere decretado la movilización para la misma, aunque no se haya hecho su declaración oficial.


� El art. 380 del C.O.T: impone a los secretarios la obligación de "guardar con el conveniente arreglo los procesos y demás papeles de su oficina, sujetándose a las órdenes e instrucciones que la Corte o el Juzgado respectivo les diere sobre el particular, debiendo, además, enviar al archivo correspondiente los expedientes que estuvieren en estado. Los Secretarios de Juzgados y Fiscalías Militares tienen estas mismas facultades y atribuciones, según el art. 46 del C.J.M.


   Su art. 453 encomienda a los archiveros, en su calidad de ministros de fe pública, la custodia de los documentos  expresados en el artículo 455, y de dar a las partes interesadas  los testimonios que de ellos pidieren.


  Entre los documentos que deben custodiar, están los procesos afinados  iniciados  ante los jueces de letras, Cortes de Apelaciones o Corte Suprema, y jueces árbitros.


  El art. 193 del C.P. sanciona la falsificación de documentos públicos o auténticos cometida por un empleado público abusando de su oficio.


  El art. 242 del mismo Código sanciona la infidelidad en la custodia de documentos por parte de los eclesiásticos o empleados públicos .


  Los artículos 668 y siguientes del C.P.P.  se refieren a la pérdida de procesos criminales.


�  Entendida como la situación, materia o problemas específicos que el autor del proyecto  de ley señala como existentes y a cuya atención quiere acudir por la vía de su potestad normativa legal, o como la representación intelectual del asunto que se quiere abordar, o el problema que se desea resolver.


� El decreto supremo 1.122, de Guerra, de l949, impuso a los juzgados militares la obligación de remitir  al Archivo Nacional los procesos afinados, los libros copiadores de sentencias y de decretos de los asuntos y causas que se encuentren archivados en las secretarías de dichos tribunales y que tengan más de 5 años de archivo. Como modalidad especial, dispuso que los procesos militares archivados se guardarían indefinidamente y no podrían ser destruidos. El Archivo Nacional, por resolución del tribunal respectivo, procedería a desarchivar los procesos y a otorgar las copias o certificaciones  que éstos necesitaren. Esta normativa debe entenderse hoy derogada por la ley 18.771, que data de enero de l988.
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